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Introduccion

esde los inicios de la democracia, en 1958, el Estado venezolano

ha dedicado importantes recursos, de modo sistemitico, a la
elaboracién de proyectos de reforma de la administracién publica. Sin
embargo, estos esfuerzos no han tenido aplicacién; por el contrario, los
problemas de los que se partié para adoptar como politica la reforma
de la administracién publica, se acentuaron a lo largo del periodo de-
mocrético.

Esta situacién resulta diferente hoy en dia. Nuestra hipétesis es
que se estan realizando reformas en la administracién piblica de modo
discreto, algunas de ellas vinculadas a los proyectos, sin que se haya
iniciado una discusién sobre el caracter de los nuevos rumbos que toma
la administracién del Estado.

En este trabajo nos proponemos hacer una exploracién de los
proyectos de reforma de la administracién publica venezolana y su
repercusion en la realidad. Si bien nuestro interés central consiste en
esclarecer la situacién reciente, la demostracién de nuestra hipétesis
requiere hacer un analisis histérico, por lo que estudiamos el fenémeno
globalmente.

Sostenemos que las caracteristicas que adopta la administracién
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publica —es decir, los procesos de decisién y ejecucién en el poder
ejecutivo— estdn estrechamente ligadas a las necesidades del modelo
econémico que promueve el Estado, en cuyo marco se insertan los
requerimientos de la democracia. La posibilidad de poner en préctica
los proyectos de reforma se ha inscrito en este contexto.

1. Proyecto para el desarrollo y la eficiencia versus
administracion populista. Los afios sesenta
y comienzos de los setenta

Con el derrocamiento de una larga dictadura, en 1958, Venezuela
entra en una etapa de cambios econémicos y politicos significativos; en
lo econémico se plantea acelerar el proceso de sustitucién de importa-
ciones, y en lo politico, implantar la democracia. Sobre la base de estos
dos ejes se orienta la accién del Estado.

En estas condiciones, el Estado se plantea la necesidad de llevar
a cabo la reforma global de la administracién pablica, para lograr la
eficiencia en funcién del desarrollo. Para la cEPAL, en esos momentos
comenzaba a cobrar importancia la reforma de la administracién
publica vinculada al desarrcllo de América Latina, aunque esta tesis
toma fuerza a mediados de los sesenta, vinculada al fracaso de la
planificacién econémica.

Con esa concepcién global se hace un primer intento de reforma
en 1958 en el que se cuenta con la asistencia técnica de las Naciones
Unidas, cuyas propuestas centraron la atenciéon en la modernizacién
del nivel operativo de la administracién publica: procedimientos, ad-
ministracién del personal ejecutor, etc. Los resultados inmediatos
de este proceso fueron la creacién de la Comisién de Administracién
Publica (car) para llevar adelante el proceso de reforma. El trabajo
de esta comisidon se redujo practicamente a la elaboracién de un
proyecto de Ley de carrera administrativa. Escasamente se realizaron
pequeiias reformas en cuanto a los procedimientos, con base en las
propuestas.

Para algunos autores este proyecto fracasé por “la carencia de una
estrategia adecuada para fomentar su aceptacién a todos los niveles
de gobierno y de la opinién piblica en general” (Rodriguez, 1975: 18),
necesaria, segin el autor, ante la presencia de dos partidos en el poder.
Pero, mas alld de esta situacién, tenemos que las amenazas de gobier-
nos militares, por un lado, y la Revolucién cubana, por el otro, hicieron
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que el gobierno diera prioridad a la promocién de la economia y a la
defensa de la democracia, para la cual el funcionamiento eficaz de la
administracién publica no era importante. Por el contrario, mientras
se producian cambios importantes en la administracién ptblica que la
alejaban cada vez mas del uso de criterios de eficiencia, el gasto publico
constituia la principal fuente del Estado para cumplir sus funciones
de acumulacién y legitimacién (O’Connor, 1981).

Alo largo de los sesenta se avanza en la implantacién del modelo
de gestién con base en el gasto publico, al que algunos autores han de-
nominado burocratico-populista y entre cuyos rasgos se encuentran la
escasa vinculacién entre los procesos de planificacién, evaluacién y
la formulacidn de politicas; dichos procesos, mas que instrumentos de
definicion de politicas, son estrategias de legitimacion, por la raciona-
lidad que denotan: débil control del cumplimiento del modelo norma-
tivo y, contrariamente, una excesiva regulacion; elevado crecimiento
de las instituciones y del empleo, no sélo por el papel del Estado en la
economia, sino también por el uso de criterios de bonanza que orien-
taron la creacién de instituciones y cargos como una salida frecuente
a los conflictos de poder; criterios clientelares en las funciones de la
administracién de personal y en la prestacién del servicio publico
(Ochoa et al., 1996); “el crecimiento del Estado, de sus instituciones y
de la burocracia, el aumento del gasto publico, en suma, es la forma de
integrar conflictos y demandas, de articular presiones tanto democra-
ticas como liberales, de atender las funciones de legitimizacién y acu-
mulacién” (Gough, 1979: 31), en cuyo contexto se da respuesta a
intereses personales y de partido, dada la posicién de éstos en el cuadro
de poder.

Las caracteristicas que adopté el proceso de decisiones fueron la
ubicacién de militantes del partido de gobierno y empresarios en las ins-
tancias de decisién, conjuntamente con grupos de presién organiza-
dos, algunos de ellos subordinados a los partidos, y la centralizacién de
las decisiones estratégicas y cotidianas en la ciipula de la administra-
cién publica nacional, hasta asumir funciones propias del municipio.

Estos rasgos administrativos facilitaron la conformacién de una
politica de crecimiento del gasto publico para promover el avance del
modelo econémico; directamente, favoreciendo la oferta a través de
subsidios, financiamiento a largo plazo, tiempo muerto y tasas muy
bajas y suministro de insumos e infraestructura barata, entre otros
aspectos, e indirectamente a través del gasto social, con lo cual se
incrementa la demanda y se reproduce la fuerza de trabajo actual y
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potencial, en palabras de Picé, siguiendo a Felice, respecto al Estado
de Bienestar: “la politica social se llevé a cabo por la necesidad de
reconstruir los roles reproductivos, que son también roles sociales”
(Pico, 1987: 14).

Para Oszlak, éstas son caracteristicas propias de un régimen
democratico. Sin embargo, hoy observamos que con los cambios econé-
micos, y manteniéndose un régimen democratico, la administracién pu-
blica ha sufrido modificaciones significativas, a tal grado que el con-
cepto administracién piblica tiende a ser sustituido por el de gerencia

‘ptblica, por su connotacién de eficiencia o de racionalidad econémica.

A comienzos de los setenta, en el marco de estas condiciones
administrativas y de un ambiente de estabilidad politica, el gobierno,
también bajo la influencia de las Naciones Unidas, present6 desde la
CAP un proyecto de reforma igualmente con pretensiones de globalidad,
pero con un discurso que destaca la necesidad de “transformacién de
una administracién publica tradicional para adaptar su estructura,
sistemas y procedimientos al proceso de desarrollo y lograr motorizar-
lo” (cap, 1972: 7). De esta manera se asumian claramente los plantea-
mientos del ILPES respecto al papel de la administracién en el proceso
de planificacién; de ahi que, como punto de partida, se adscribié la cap
a la Oficina de Coordinacién y Planificacién (Cordiplan).

La propuesta de la CAP centra su atencién en la reforma de dos
puntos: 1) la macroestructura organizativa y 2) los sistemas funciona-
les. Se buscaba crear una organizacién y sistemas para evitar duplici-
dad y dispersién y cumplir racionalmente con los objetivos del Estado
(cap, 1972: 75) y fortalecer los ministerios como 6rganos rectores de la
politica sectorial, a los cuales se adscribirian las empresas del Estado
y otros entes descentralizados, de acuerdo con el sector respectivo. Com-
pletaban este cuadro de racionalidad el sistema de planificacién y el
resto de sistemas funcionales, en estrecha relacién con los ministerios.

Esta propuesta recorrié toda América Latina como modelo ideal;
sin embargo, en la préctica su aplicacién fue casi nula. Se traté de un
modelo que intentaba, siguiendo las pautas explicativas del fracaso de
la planificacién, someter al aparato publico a estrictos controles
de cumplimiento de la politica formal de cada sector por parte de los
ministerios responsables. Esto contrastaba con el modelo vigente, en
el cual la politica formal plasmada en los planes, programas, proyectos,
leyes, etc., no constituia la base real de orientacién de la gestién. En
este caso el modelo normativo es un instrumento que se conserva
porque, como dice Oszlak (1984), connota racionalidad, pero en la
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préctica es violado por la estructura de poder directamente y permi-
tiendo su desviacién por parte de la burocracia, comprometida con el
grupo decisor por medio de un sistema de direccién sin controles.

2. Proyecto alternativo para la eficiencia y su correspondencia
con la apertura de un espacio tecnocrdtico.
Las décadas de 1970 y 1980

En condiciones de un estancamiento de la economia, y en particular
del modelo de sustitucion de importaciones, se produce el aumento de
los precios internacionales del petréleo en diciembre de 1973, lo cual
incrementd los ingresos fiscales provenientes del petréleo en 165%, de
modo que el Estado venezolano dispuso de recursos jamas percibidos.

Paralelamente sobrevino el triunfo de Carlos Andrés Pérez como
presidente de la republica, quien habia realizado alianzas con un sector
de la burguesia, llamada burguesia emergente, que defendia la reo-
rientacién de la economia hacia el mercado internacional, con apoyo
en las industrias bésicas.

El nuevo gobierno elabora y lleva adelante el proyecto denomina-
do “La Gran Venezuela”, cuya caracteristica principal es su decidida
intervencién en la economia, por medio de inversiones directas y de
una importante actividad crediticia, con el propésito de dinamizar el
proceso de sustitucién de importaciones y promover un nuevo modelo
de acumulacién, orientado hacia el mercado internacional, lo cual dio
lugar a una gran expansién del aparato empresarial pablico. De este
modo se atendian las demandas de la burguesia inserta en el proceso
de sustitucién de importaciones y las de la burguesia promotora del
nuevo modelo (Ochoa, 1995a: 105).

En este contexto, el gobierno presenta una nueva propuesta de
reforma de la administracién puiblica, que tuvo como punto de partida
el desplazamiento de la CAP como responsable de la reforma, al crearse
para dicha funcién la Comisién de Reforma Integral de la Administra-
cién Piblica (Criapr), coordinada por el doctor Pedro Tinoco, pertene-
ciente al sector de la burguesia emergente.?

% Se ha identificado como una caracteristica de este sector de la burguesia su insercion
directa en la toma de decisiones publicas, pero es importante aclarar que aunque la burguesia
no necesita ubicarse directamente en el aparato publico para que e} Estado cumpla su funcién
de acumulacién, en Venezuela siempre lo ha heche, sélo que esta vez se intensificé ante la
necesidad de defender un nuevo proyecto que desplazaba a los mediadores tradicionales: los
partidos politicos en el sector mas importante del aparato del Estado: las empresas piblicas.
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La propuesta centra su atencién en un espacio de la administra-
ci6n publica: las empresas del Estado. El criterio de direccién que se
propone para las empresas es el de eficiencia y productividad, pero “la
empresa del Estado... tiene que contribuir simultdneamente al logro
de los fines econémicos y sociales generales del Estado” (criar, 1974:
8), con lo cual queda claro el papel del Estado en la acumulacién
privada de capital y en la legitimacién, en un proceso administrativo
de biisqueda de ciertos niveles de rentabilidad.

Para cumplir tales propésitos, el Estado debia agrupar todas sus
empresas en un Consejo Nacional de Corporaciones Sectoriales, el
cual, a diferencia de los ministerios sectoriales, tendria espiritu em-
presarial. Dicho consejo debia ser dirigido por “personas de excepcional
calificacién y experiencia en el manejo de empresas” (Criap, 1974: 8),
y de esta manera el aparato empresarial puiblico, donde se encuentra
el poder econémico del Estado, seria desvinculado de la dindmica
burocratica vigente.

Asi pues, estamos en presencia de una propuesta que se distingue
profundamente de las anteriores en tres aspectos: 1) el acento en la
necesaria rentabilidad, reconociendo las limitaciones del Estado en
este sentido, 2) se intenta separar a las empresas del Estado de las
instancias donde se define la politica sectorial de las empresas, para
ser agrupadas por el criterio de direccién que deben tener, y 3) se
propone, por primera vez, efectuar cambios en los niveles de decisién,
lo cual apunta a desplazar a los partidos como sujetos de decisién.

La propuesta, conocida como Plan Tinoco, fue objeto de maltiples
criticas por diversos sectores, las cuales centraron la atencién en la
concentracién de las empresas en una sola direccién. Para la izquierda
el “proyecto era una creacién que obedecia a los intereses de la fraccién
desarrollista empefiada en colocar los recursos basicos de la nacién
bajo el control del sector privado” (Malavé, 1987: 387). En el seno del
Estado el proyecto enfrenté una fuerte oposicién de dos grandes
centros de poder: la Corporacién Venezolana de Guayana, que, segin
el proyecto, dejaria de ser holding multisectorial y se constituiria en
corporacién metalirgica, y el Fondo de Inversiones de Venezuela (r1v),
que pasarian a ser corporacion financiera, por lo que perderia capaci-
dad de decisién sobre las empresas en las cuales se realizaban las
grandes inversiones, y en las cuales tenia acciones.

El objetivo de rentabilidad que se proponia para las empresas no
fue cuestionado. Dicho criterio comenzaba a ganar espacio ideolégico;
de ahi que en Accién Democrdtica —principal partido politico— se
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manejara por primera vez lo siguiente sobre las empresas publicas:
“mantener las empresas bdsicas para el desarrollo y la independencia
econémica en manos del Estado, pero someter su administracién a
criterios de rentabilidad econémica y social” (Rodriguez, 1979: 54).

A pesar de que el presidente de la republica tenia poderes extraor-
dinarios del Congreso, el proyecto de la criaP no fue aprobado; sin
embargo, en la practica se dio un importante avance de las propuestas.

Paralelamente se realizaban los grandes proyectos de inversién
(nuevos y de ampliacién) por parte del Estado y se llevaban a cabo las
nacionalizaciones de la industria petrolera, de la explotacién del hierro
y la produccién de electricidad en varios estados del pais. En este
proceso el Estado pasé a ser explotador directo de los recursos natura-
les del pais: petréleo, oro, hierro, bauxita, carbén, etcétera.

El modelo de direccidén adoptado en este grupo de empresas, donde
se encontraban grandes inversiones del Estado, difirié notablemente
del modelo vigente y dominante que de algin modo se queria desplazar
con el proyecto de la criap. La mayoria de estas empresas conceden
prioridad, en nombre de la tecnificacién, al crecimiento econémico,
global e institucional, por encima de otro tipo de criterios, por lo que
hemos denominado tecnocratico a este modelo (Ochoa, 1995a). La
vinculacién de la mayoria de estas empresas con el mercado interna-
cional exigia superar los viejos criterios de direccidn, basados en el
gasto puablico. Las caracteristicas principales que asumié la adminis-
tracién en estas empresas piblicas son las siguientes:

1) Las decisiones pasan a manos de empresarios y técnicos. Los
técnicos asumen posiciones de decision, es decir, desplazan a los
sujetos comprometidos con los partidos politicos de las instancias que
toman las decisiones. No se trata de los técnicos con mayores creden-
ciales, sino de los técnicos con capacidad gerencial y compromiso con
el crecimiento de la economia y el logro de ciertos niveles de rentabili-
dad, tal como lo proponia el proyecto de la criap.

2) La forma juridica de instituto auténomo, segn la cual las
empresas publicas se ven sometidas a mayores controles de la admi-
nistracién central y por la que se dificulta la asociacién con capital
privado, fue sustituyéndose por formas juridicas del derecho privado,?

La sustitucién de formas juridicas del derecho publico por las formas juridicas del
derecho privado, comenzé a inicios de los sesenta, cuando se incorporé en la Constitucién de la
Republica como requisito para la creacién de institutos auténomos, su aprobacion por el

Congreso. Sin embargo, fue a mediados de los setenta cuando cobré fuerza este fenéimeno, hasta
el punto de liquidar institutos auténomos para crear companias anénimas.
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con las cuales se incrementa la autonomia de direccién de las empresas
y las posibilidades de negociacién con el sector privado. Se observa asi
una tendencia a la profundizacién de la descentralizacién funcional
para facilitar la tecnocratizacién de las empresas.

3) Se producen cambios significativos en la administracién de
personal, los partidos son desplazados en el proceso de reclutamiento
y seleccién; la capacitacién constituye una funcién a la cual se le asigna
importancia; se reduce considerablemente el personal de la empresa
y comienza a usarse sistematicamente la contratacién de servicios con
empresas privadas,* desde el proceso productivo hasta servicios secre-
tariales, con lo cual se minimizan conflictos laborales y eventualmente
costos. En sintesis, el fenémeno de incremento de personal presente
en el modelo anterior, asume caracteristicas opuestas.

4) La incorporacién de las modernas técnicas administrativas es
una preocupacién en las empresas, por lo cual el desarrollo organiza-
cional y el control de gestién, de moda en los setenta, orienté los esfuer-
zos de modernizacién, por lo que en algunas empresas se crearon
departamentos de desarrollo organizacional.

5) Con excepcién de las companias petroleras, las empresas se
ponen en gran medida bajo la direccién de la Corporacién Venezolana
de Guayana, constituida en un holding multisectorial, y del Fondo de
Inversiones de Venezuela, propietario de las acciones, de manera que,
en cierta medida, se avanza con los criterios de concentracién propues-
tos por la CRIAP.

En sintesis, se abre, para un grupo de empresas piblicas, espacio
a un modelo de administracién publica alternativo al vigente, en gran
medida en correspondencia con la propuesta del sector emergente de
la burguesia, que tiene como criterio de direccién la eficiencia. Larazén
de esto, para algunos autores (Licha, 1990), es la busqueda de legiti-
macién del Estado, debido a la racionalidad que connota la eficiencia.
En nuestra opinién, la eficiencia basada en el crecimiento econémico,
como la plantean para tales empresas, es mds un instrumento de
acumulacién que de legitimacién, y los efectos de dicha eficiencia en la
poblacién, la limitan como instrumento de legitimacién a mediano y
largo plazo.

Alolargo de los afios setenta y ochenta este modelo fue avanzando
en empresas clave para el proceso de acumulacién. Merece especial

‘Enel proceso de tecnocratizacién de la petroquimica, el personal se redujo de 4 600 a
2 800 trabajadores, y paralelamente se contrataron servicios con empresas privadas.
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mencién la transformacién de un estilo burocratico-populista a un
estilo tecnocrdtico, en la petrogquimica y en Carbones del Zulia (Ochoa,
1995a). El resto del aparato publico es dirigido con los tradicionales
criterios y procesos burocratico-populistas. De modo que estamos en
presencia de dos modelos econémicos y de dos estilos administrativos.

7

3. Democracia y eficiencia, objetivos declarados en los proyectos
de los ochenta y los noventa, versus reformas tecnocrdticas

A raiz de la crisis fiscal, desde principics de los ochenta, el Estado
presenta serios obstdculos para dar continuidad al estilo de direccién
basado en el gasto publico y comienzan a realizarse fuertes criticas al
modelo denominado burocratico-populista. '

Tal situacién contribuye a crear en 1984 la Comisidn Presidencial
para la Reforma del Estado (Copre), con el objetivo declarado de elabo-
rar un proyecto de reforma del Estado dirigido a efectuar cambios “en
el orden politico, administrativo, juridico, econémico, social y cultural,
con el propésito de abrir cauces a la construccién de un Estado mo-
derno, democrético y eficiente en Venezuela” (Copre, 1988: 11).

En este momento el concepto de modernizacién tiene un contenido
distinto al que se le dio a la propuesta de reforma administrativa de
los setenta (busqueda de desarrollo), ahora apunia a “asegurar la
permanencia del sistema, haciendo funcionar en condiciones controla-
das su capacidad de perfeccionamiento, y el prevenir presiones asocia-
bles con la violencia, en cualquiera de sus formas. Hay, pues, un propé-
sito de cambio dentro de la estabilidad” (Copre, 1888: 79).

La Copre incluye propuestas de reforma a la administracién del
poder ejecutivo, cuyas metas son, segin un expresidente de la Copre,
lograr maxima eficiencia, construir una administraciéon publica nacio-
nal sobria y austera, reducir los Ambitos de accién del Estado nacional,
lograr que el gobierno nacional funcione como un centro de conduccion
estratégica y profundizar la labor coordinadora del gobierno nacional
(Marquez, 1996: 98-102). Se destacan los siguientes proyectos de
reforma: descentralizacion politico-territorial, profesionalizacién de la
gerencia, reorganizacién del aparato central, simplificacién adminis-
trativa, reestructuraciéon de las instituciones descentralizadas y pri-
vatizacién de las empresas.
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Descentralizacién

La descentralizacién ha sido el proyecto central de la Copre, y se le
considera fundamental para la democracia y la eficiencia. Segun dicha
comisién.

es uno de los ejes de la reforma, diseniado para dar respuesta al reclamo
social, conquistar un mayor acceso a las decisiones e incrementar la
eficiencia de los servicios publicos y la administracién [...] tiene el
objetivo de fomentar la participacién de las comunidades en las decisio-
nes de su interés [...] induciria a una distribucién mas equitativa de las
actividades productivas en el territorio nacional, aumentaria la legiti-
midad sociopolitica, y haria mds eficiente la administracién central, al
concentrar sus recursos y atencién sobre problemas nacionales y al tras-
ladar a los estados y municipios el cuidado de los asuntos que les
conciernen [Copre, 1988: 128].

Con el advenimiento de un segundo gobierno de Carlos Andrés
Pérez a fines de los ochenta, el Estado inici6 la promocién de una econo-
mia de mercado e impulsé de inmediato el proyecto de descentraliza-
cién, en nombre de la democracia y de la eficiencia, a cuyos efectos se
aprobé en 1989 la Ley Organica de Descentralizacién, Delimitacién y
Transferencia de Competencias del Poder Publico, por la cual se
transfieren poderes a las gobernaciones de los estados. La aplicacién
de esta ley ha avanzado en algunas dreas, tales como puertos, aeropuer-
tos y puentes, y parcialmente en salud, educacién, deporte y cultura.

A nuestro juicio, el camino real que ha tomado la descentraliza-
cién se inserta en los requerimientos de la economia neoliberal para
conformar un Estado tecnocritico, es decir, un Estado promotor del
crecimiento econémico, y contando con el liderazgo de la empresa
privada, sobre cuya base debe ademas ser eficiente.

El caracter tecnocratico de la descentralizacién se expresa, por
una parte, en el acento que se ha puesto en la eficiencia sobre la base
de privatizar los servicios descentralizados, sin importar el efecto en
los usuarios. En algunas areas descentralizadas, tales como puertos y
aeropuertos, la privatizacién se ha dado mediante la contratacién de
la administracién con empresas privadas que ha conducido casi de in-
mediato al incremento de las tarifas de los servicios. En otras dreas,
como la salud, el proceso de privatizacién tiene lugar bajo el concepto
de autogestién, pero no con el contenido politico que histéricamente ha
tenido dicho concepto, sino con un contenido econémico. Por autoges-
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tién se entiende el financiamiento del servicio —que anteriormente
era gratuito— por parte del paciente, bajo diversas modalidades; este
sistema mejora la atencién de quienes tienen posibilidad de financia-
miento y reduce los costos de salud para el Estado, por lo tanto
incrementa la eficiencia, pero desde el punto de vista social tiene
efectos negativos en la salud.

Por otra parte, hasta ahora la descentralizacién ha consistido en
un proceso de distribucién territorial y parcial del poder del nivel
nacional al estatal (el nacional ha conservado la propiedad juridica de
los bienes), sin que haya traspaso de poderes a los sectores de la
sociedad civil hasta ahora marginados del poder; en tal sentido, no es
un instrumente democratico. Decimos que parcial ha sido por cuanto,
en el’ &mbito nacional, contintian definiéndose algunas politicas que
afectan la gestién de las instituciones descentralizadas, incluso en
aspectos operativos,

Para algunos autores la descentralizacion, a pesar de ser un viejo
proyecto, avanza en este momento ante las necesidades de la nueva
dindmica de acumulacién, la cual requiere la desaparicién del Estado
nacional, en aras de lo mundial y lo local; los estados nacionales son
considerados un factor perturbador para la acumulacién, producto de
la acentuacién de la contradiccién entre los procesos controlades por
el valor (capitales individuales) y los controlados por el Estado a favor
del capital global (De Mattos, 1990: 168). Si bien sobre algunos entes
descentralizados se definen politicas implantadas en el ambito central,
es obvio que se produce una fragmentacién del poder que debilita al
Estado.

Por otro lado, el nuevo modelo de acumulacién requiere un Estado
eficiente, capaz de contribuir al crecimiento econémico con un minimo
de gasto de tipo social, lo cual se ve favorecido con la descentralizacidn,
a corto plazo en el poder central y a mediano plazo en los niveles locales,
en tanto se han marcado pautas en tal sentido. La descentralizacién
como estrategia para alcanzar la eficiencia es una tendencia mundial,
“ha sido el camino seguido por numerosos paises que se han planteado
elevar la eficiencia del Estado Nacional” (Marquez, 1996: 13).

Profesionalizacién de la gerencia publica

La preocupacién por la profesionalizacién de la gerencia publica se
incorpora a la Copre desde que ésta se constituye, en un marco en que
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se asigna una importancia significativa a la gerencia como causa de la
crisis y, en consecuencia, como salida. Estamos asi en un proceso de
sustitucién del concepto de administracién publica por el de gerencia
publica (Cabrero, 1995; Kliksberg, 1992), con lo cual se quiere resaltar
la nueva concepcién que se tiene de fenémeno gerencial.

En este contexto se han puesto de moda las tesis gerencialistas
propias del sector privado, las cuales se fundamentan en la hipétesis.

de que la gerencia implica preocupacién y responsabilidad en el mane-
jo de los recursos; implica conciencia sobre los costos de personal y
operacionales; permite alcanzar resultados deseados, todo en franca
contradiccién con el modelo ideal de organizacién burocratica que, sin
interesarse por los resultados, se desgasta cumpliendo procedimientos
formales (Galué, 1995: 62).

Estas tesis se imponen a pesar de la insistencia de algunos auto-
res (Kliksberg, 1989) respecto a las diferencias reales y necesarias
entre los Ambitos publico y privado en materia gerencial.

En Venezuela la poblacién de gerentes piiblicos se estimé en 1991
en 30 000, de los cuales alrededor de 3 000 se ubicaban en la alta geren-
cia {Quintin et al., 1992: 258).5 A partir de una evaluacién de la situa-
cién de la gerencia publica en materia de formacién, de régimen de
personal y de desempeiio, se esboz6 una propuesta de profesionaliza-
cién, con los siguientes objetivos.

...captar, retener, premiar y desarrollar al personal que requiere acome-
ter las funciones directivas del Estado... como fuente dinamizadora de
los cambios que exige la sociedad y no un territorio dominado por el
partido de turno y los partidos politicos de mayor poder, para su beneficio
y el de sus simpatizantes... un nuevo tipo de funcionario piblico: el
gerente publico, destinado a una administracién menos burocratica y
mas acorde con una economia competitiva y dindmica, a cuyo ritmo debe
adecuarse la actividad del Estado y de los entes territoriales menores
[Feil y Adrianza, 1992: 229 y 231].

Se trata, en esencia, de sustituir en todo el aparato publico a los
partidos politicos como sujetos de decisiéon en los niveles de supervi-

® Constituida por ministros, directores generales de cada despacho, directores generales
sectoriales y sus equivalentes, tanto en la administracién central como en la descentralizada,
asi como en las gobernaciones y municipios.
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si6n, en la gerencia media y la alta gerencia, pues son portadores de
criterios y practicas clientelares, nepotistas, personalistas, usuarios
del sistema del botin. Los sustituirian profesionales de la gerencia,
portadores de criterios de racionalidad econémica por encima de otro
tipo de racionalidad, capaces de impulsar los cambios econémicos, lo
cual habia sido planteado por la criap para las empresas publicas desde
mediados de los setenta, con lo que se logré un avance significativo en
la practica en dichas empresas.

Pero cabe hacer notar que en el proyecto originalmente se obser-
varon criterios diferentes; de ahi que se planteara como principio de
direccién “la efectividad social en la produccién de bienes y servicios
por parte del Estado” (Copre, 1989: 52),% explicable por el pluralismo
que tuvo la Copre en sus inicios.

Alcanzar los objetivos mencionados pasaria por: 1) el diseno de
instrumentos legales, 2) la creacién de un Instituto de Alta Gerencia
Piblica para la formacidn y 3) el disefio de instrumentos de régimen
de personal gerencial puablico, entre los cuales destaca la creacién de
un Cuerpo de Gerentes Puablicos, cuyos miembros estarian acreditados
para desempenarse como gerentes publicos, con rangos diferentes de
la estructura de cargos de la administracién publica y conservados
de por vida (Feil y Adrianza, 1992: 230).

" El actor clave de este proceso seria el Instituto de Alta Gerencia
Pablica, cuyo proyecto fue concluido en 1991, después de superar
conflictos en el seno de la Copre, pues habia dos tendencias basicas
respecto a la forma de operar los proceso de capacitaciéon. Una de ellas
proponia crear una red con las instituciones existentes en el pais en
materia de formacién gerencial, de tal manera que el instituto tendria
un papel coordinador del proceso; la otra tendencia proponia que la
capacitacién quedase en manos del propio instituto.

En 1992 se constituyé formalmente, por decreto, la “Fundacion
Instituto para el Desarrollo de la Alta Gerencia Puablica”, cuyos obje-
tivos pueden resumirse en la promocién y realizacion de la capacita-
cién, la investigacién en el campo de la gerencia publica y el apoyo a
la profesionalizacién. La creaciéon de una red de instituciones docentes
publicas y privadas forma parte de las funciones del instituto.

La profesionalizacion de la gerencia, como propuesta que debe
desarrollarse en toda la administracién publica, sigue siendo hoy un

8 El concepto de efectividad social concede prioridad a la satisfaccién de las necesidades,
mientras que el de eficiencia da cuenta del logro de los objetivos con énfasis en los costos.
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proyecto. El Instituto de Alta Gerencia Publica, que seria la base del
desarrollo del proyecto, atin no ha iniciado sus actividades, pues no se
le asignaron recursos.

Pero al margen de este proyecto que tantos recursos y apoyo
internacional recibié (de las Naciones Unidas), el proceso de profesio-
nalizacién de la gerencia, iniciado en algunas empresas publicas de
modo sistemaético en la década de los setenta, se ha venido profundi-
zando a lo largo de la década de los noventa, teniendo como punto de
partida la ubicacién de técnicos sin militancia partidista en los altos
niveles del poder ejecutivo (ministros), equipo que emprendié los
cambios hacia una economia de mercado.

Paralelamente se utilizé la estrategia selectiva de organizaciones
vitales para los cambios que se estaban produciendo en el Estado, en
las cuales los sujetos comprometidos con los partidos politicos fueron
sustituidos por técnicos “apoliticos”. La estrategia selectiva estd ga-
nando espacio en los procesos de reforma, tal como dice Crozier: “los
resabios sucesivos que en todos los paises han conocido las tentativas
de reformas muy ambiciosas demuestran al mismo tiempo la dificul-
tad, por no decir la casi imposibilidad, de una reforma total” (Crozier,
1995: 15). Desde mediados de los ochenta el BID ha sefialado que una
reforma global, aunque necesaria, es extremadamente ambiciosa y
pocos paises la han desarrollado (Pérez, 1991: 173).

En este contexto el avance de la profesionalizacién es notable en
las organizaciones responsables de la administracién tributaria nacio-
nal, lo cual constituye un fenémeno latinoamericano en el que Vene-
zuela se habia quedado rezagada. Por presiones del Fondo Monetario
Internacional y el Banco Interamericano de Desarrollo, la administra-
cién tributaria en nuestro pafs ha dado un salto hacia la moder-
nizacién, los criterios y procesos burocraticos populistas y clientelares
han sido sustituidos por orientaciones de la reingenieria, donde la
productividad y la eficiencia cobran significativa importancia, con una
dindmica de subordinacién a lineamientos de los organismos interna-
cionales.

La profesionalizacién de los niveles técnicos y gerenciales de la
administracién tributaria ha avanzado notablemente en los distintos
componentes previstos en el proyecto de la Copre: captacién, retencion,
premiacién y desarrollo, lo cual ha sido posible por los cambios orga-
nizativos realizados previamente, que le dan cierto grado de autono-
mia a la institucién y la deslindan de la dindmica burocratica del resto
del aparato estatal. El punto de partida de los cambios lo constituye
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la asignacién de remuneraciones altas que han permitido captar
gerentes de empresas publicas tecnocraticas y del sector privado, en
franca cooperacién entre ambos tipos de organizaciones.

Si bien, aparte de las empresas publicas, los mayores avances en
la profesionalizacién se encuentran en la administracién tributaria,
en lo cual han influido las presiones de los organismos internacionales
y su apoyo financiero para la modernizacién de dicha administracién;
de una u otra forma el resto del aparato estatal se ve presionado por
diversas vias para avanzar en el proceso de modernizacién, particu-
larmente en el desplazamiento de los partidos politicos de los niveles
gerenciales, y éste es un elemento clave para avanzar en la sustitucién
del viejo modelo, denominado burocratico-populista, por una adminis-
tracién publica tecnocrética.

Reorganizacién de la macroestructura
de la administracién central

Otro proyecto de reforma administrativa lo constituye actualmente la
reorganizacién de la administracién central. La propuesta plantea los
siguientes objetivos y estrategias que la Copre espera sean plasmados
en una nueva Ley Organica de la Administracién Central (Quintin
et al., 1992: 170-172):

1) Incrementar la capacidad de gobierno del Consejo de Ministros,
lo que se lograria reduciendo de 16 a 9 los ministerios; al reducirse el
nuamero de integrantes del Consejo de Ministros éste seria m4ds 4agil y
se centraria en la discusién de politicas, dejando las cuestiones opera-
tivas a los gabinetes sectoriales.

2) Facilitar la integracién y coordinacién intersectorial, mediante
la agrupacion de sectores afines, dirigidos por secretarios de Estado,
en un ministerio.

3) Racionalizar los altos niveles y flexibilizar la organizacién del
ejecutivo nacional, con la creacion —a discrecion del ejecutivo— de las
secretarias para dirigir los sectores.

4) Mejorar los sistemas de apoyo a la administracion central. Se
propone integrar los sistemas de apoyo (planificacién, funcién piblica,
etc.) en un 6rgano rector, pero la decisién de la jerarquia y naturaleza
juridica de éste seria del ejecutivo nacional.

5) Desconcentrar y adaptar la administracién central al proceso
de descentralizacién territorial. Se propone para ello, ademas, la
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posibilidad de crear servicios administrativos auténomos (Quintin
et al., 1992: 170-172).

El proyecto de Ley Organica de la Administracién Central, que
recoge estas propuestas, fue concluido en 1992 y atin no ha sido
aprobado, lo cual est4 vinculado a los cambios que produciria en la
actual estructura de poder. Basta tener presente que el Ministerio de
Energia y Minas (clave para el Estado) pasaria a ser una secretaria.

Subyace en la propuesta una concepcién simplista: 1) del proceso
de formulaciéon de politicas publicas, al considerar que la simple
reduccién formal del niimero de miembros del gabinete va a permitir
centrarse en la formulacién de politicas, desconociendo asi la comple-
jidad politica de dicho proceso, y 2) de la funcién de control, al estimar
que la sola agrupacién de sectores en un ministerio puede permitir la
integracién y coordinacién. Sobran ejemplos de violacién de la autori-
dad de los ministerios.

El objetivo real subyacenie en el proyecto es, a nuestro juicio,
incrementar la discrecionalidad del poder ejecutivo en torno a la
organizacién de la administracién publica, con lo cual podria, a media-
no plazo, reducir el tamano de la administracién eentral sin las ata-
duras que plantea la actual ley de la administracién central, aprobada
en los afios setenta en condiciones de bonanza fiscal. El incremento de
Ia discrecionalidad en las decisiones es hoy una linea de la moderni-
zacién de la administracién priblica; ello permite incorporar con mayor
facilidad los avances técnicos en funcién de la eficiencia, criterio que
se ha visto obstaculizado con la rigidez propia del modelo weberiano.

En la préactica, la figura de Servicios Auténomos propuesta en el
proyecto, se estd poniendo en practica, entre otras cosas, para la
organizacién responsable de la modernizacién de la administracién
tributaria, lo cual ha permitido autonomia financiera a dicha organi-
zacién para llevar adelante los cambios.

Simplificacién administrativa en el aparato central

Las propuestas de simplificacién administrativa han estado presentes
en todos los proyectos de reforma administrativa y fueron incorporadas
por la Copre desde sus inicios, a mediados de los ochenta, como un
proyecto global para toda la administracién publica, en el marco de
fuertes criticas a la administracién publica. Como producto de lo
anterior, el gobierno dicté un “Instructivo sobre simplificacién e infor-
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macién de los procedimientos administrativos”, que debia orientar la
simplificacién administrativa en toda la administracién publica.

La idea fue retomada con fuerza a comienzos de los noventa, con
el apoyo de las Naciones Unidas, en el contexto de fuertes demandas
respecto a la necesidad de desregulacion y de agilizacién de los proce-
dimientos para llevar adelante una economia competitiva. A resultas
de ello el gobierno constituyé por decreto “La Comisién Central para
la Simplificacién de Procedimientos Administrativos en Informacién
Ciudadana de la Administracién Piblica Central”; es decir, se restrin-
ge al aparato central, aunque sin un proyecto global, siguiendo el
criterio selectivo de casos.

La reduccién del aparato central es explicable no sélo por la
estrategia selectiva de reforma, sino porque mediante la reestructura-
ci6n de la administracién descentralizada, de una u otra forma tienen
lugar procesos de simplificacién de los procedimientos, porque los
problemas serios de establecimiento de los sectores econémicos se
encuentran en la administracién central; de hecho, uno de los objetivos
declarados del proceso es estimular la actividad econémica, ademas de
favorecer la capacidad de gestién e impulsar el cambio de cultura
administrativa (cLap, 1992: C/1).

Los principios declarados que guian la simplificacién administra-
tiva son: economia, eficacia, celeridad, imparcialidad, participacién del
funcionario y de los ciudadanos, moralizacién, aplicacién de las nor-
mas, presuncién de buena fe, desregulacién, desconcentracién y moder-
nizacién a través de la informatica.

Los avances a partir de la actividad de la Comision Central son
lentos, y la mayoria estdn dirigidos a mejorar el servicio a los sectores
econémicos, por diversos medios: eliminacion de papeleo, reduccién de
tiempos, suministro 4gil de informacion, eliminacion de fianzas, avales
y depbsitos, respuesta rapida a solicitudes de permisos, licitaciones y
legalizacién de inversiones extranjeras, entre otros (cLap, 1993:
1.3.3./1). Los procesos con efecto en los ciudadanos son menores, el
mayor avance se ha dado en el sector educativo.

A mas de que el proyecto marcha con lentitud, la simplificacién
de procedimientos en la normatividad no es garantia de su funciona-
miento, en razén de que por lo general se trata de un proceso aislado
de otros componentes administrativos necesarios para alcanzar la
eficiencia, tales como la capacitacién del personal, lo cual no sucede
cuando la simplificacién se da como parte de un proceso de reestruc-
turacion de la institucién. Por eso, es notorio que a pesar de la moder-

141




Haydée Ochoa Henriquez

nizacién de algunos procesos en lo normativo, el servicio continde sin
mejorar.

El gran obstédculo a la simplificacién administrativa lo constitu-
yen la corrupcién y la cultura clientelar de los funcionarios; los esfuer-
zos con miras al cambio de cultura en éstos y en los ciudadanos para
la aplicacién de algunos procedimientos son evidentes en algunas
areas, como la tributaria. Los diversos medios de comunicacién son
espacios de divulgacién de nuevos procedimientos, con un mensaje
segun el cual el ciudadano es el beneficiario del cumplimiento de sus
deberes.

Reestructuracién de la administracién descentralizada

Otro componente de la reforma administrativa es la reestructuracién
de las instituciones descentralizadas, lo cual se planted inicialmente
para las empresas piblicas, especialmente para las privatizables. Con
ello se busca poner a las instituciones en condiciones atractivas para
el capital privado.

El proceso de reestructuracion se inicié en la primera mitad de
los afios ochenta, de modo discreto en el marco de las primeras
evidencias de una crisis fiscal y de criticas a la expansi6n de la acti-
vidad empresarial del Estado y a sus resultados econémicos negativos.
A causa de este proceso se liquidaron algunas empresas con cuantiosos
déficit y otras se reestructuraron. El proceso se retomé en 1990.7
Siempre sin proyectos globales, siguiendo la estrategia selectiva con
un grupo de empresas piiblicas privatizables, pero posteriormente se
extendi6 a otros organismos descentralizados.

Los criterios que orientan el proceso de reestructuracién son,
segun el cLaD, el reforzamiento del papel regulador del Estado, la
apertura del sector piblico a la competencia, el saneamiento financiero
de las empresas del Estado, la descentralizacién de las empresas
publicas y el incremento de la autonomia de las empresas regionales,
y la adecuacién del personal a las necesidades de las empresas y la
privatizacion cuando sea conveniente (CLAD, 1991: G/2).

“El proceso lo ha dirigido una comisién de alto nivel (iministros), creada por decreto en
1990, con caricter de asesora, denominada Comisién Interministerial para la Reestructuracién
de Entes Publicos. Dicha comisién esta operativamente integrada por un grupo de consultores,
dedicados fundamentalmente a las empresas publicas, quienes deberdn hacer el seguimiento,
a través de su Gerencia de Reestructuracién, del Fondo de Inversiones de Venezuela (Fiv).
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En la practica la reestructuracién es un proceso de minimizacién
del tamarfio de las instituciones, segun diferentes modalidades (liqui-
dacidn, privatizacién, concesiones, traspaso de funciones a otras insti-
tuciones, etc.), y de busqueda de eficiencia mediante el despido de
personal con cultura clientelar, la tecnificacién de los procesos, la
implantacién de criterios de economia del gasto, el traspaso de costos
a los ciudadanos merced al concepto de autogestion,® simplificacion de
procedimientos, es decir, es un proceso con efecto directo en el empleo.
En algunos casos la reduccién del empleo es el objetivo central de la
reestructuracion; asi, por ejemplo, el criterio utilizado para el Instituto
Agrario Nacional fue el de reducir en 60% su personal.

La reestructuracién se ha llevado a cabo “con un bajo perfil
informativo frente a la opinién publica, con la intencién de sustraer el
desarrollo del programa de la polémica publica y partidista” (cLAD,
1993: 1.B/1), lo cual esta vinculado al desempleo que genera; de ahi las
propuestas de creacién de microempresas y de participacién accionaria
de los trabajadores, entre otras, para contrarrestar los efectos negati-
vos de la reestructuracidn.

La base de la modernizacién real de la administracién puablica
descentralizada la constituye hoy en dia la reestructuracién: es la
antesala a la privatizacién; de lo contrario, las empresas no resultan
atractivas al capital privado; muchas veces es previa a la descentrali-
zacién y es una condicién impuesta a los gobiernos regionales que
reciben los entes descentralizados. En sintesis, la reestructuracién
estd estrechamente ligada a los dos ejes fundamentales de la reforma
administrativa del Estado neoliberal. Por otra parte, el proceso de
reestructuracién ha favorecido la profesionalizacion de la gerencia,
proyecto que globalmente ha tenido limitaciones.

En el proceso se han utilizado cuantiosos recursos financieros.
Hay una participacién activa del BM, el BID y el Eximbank de Japon;
los dos primeros participan adicionalmente en asesorias, evaluaciones,
etc., lo cual revela la importancia de la reestructuracién para los
nuevos rumbos que estd tomando el Estado, impulsados en gran
medida por los organismos multilaterales.

En sintesis, la reforma de la administracién descentralizada con

8 Ya se ha dicho que el concepto de gestion, que originalmente implicaba la participacion
politica, es redefinido hoy para dar cuenta del financiamiento de servicios anteriormente
gratuitos, por parte de los usuarios, en dreas como la salud y la educacién. En este sentido
cobran importancia tanto la autogestion como la participacion ciudadana.
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base en proyectos globales y legalistas, que habia sido una misién
imposible, es hoy una realidad que da respuesta a las exigencias de
eficiencia estatal de la economia de mercado.

Privatizaciéon

El planteamiento global de privatizacién de las empresas piblicas
comienza a hacerse desde la Copre en su primer documento y se
incorpora formalmente en el VIII Plan de la Nacién en 1990, en el
segundo gobierno de Carlos Andrés Pérez, en el programa denominado
“El Gran Viraje”, y que finalmente se concreté en un proyecto de Ley
de Privatizacién aprobado en 1992 y reformado posteriormente.

La justificacién de la privatizacién se ha basado en la “improduc-
tividad de las empresas, la necesidad del Estado de disponer de
recursos para reducir el déficit, la conveniencia de reducir el tamaiio
del Estado para hacerlo mas eficiente y los requerimientos de recursos
para mejorar el servicio, de los cuales no dispone el Estado” (Ochoa,
1995b: 73), y los objetivos formalmente definidos son: competitividad,
democratizacién del capital, estimulo a organizaciones cooperativas,
comunitarias, congestionadas y autogestionadas, y modernizacién tec-
nolégica (Congreso de la Repiiblica, 1993).

Sin embargo, el Estado no ha privatizado hasta ahora empresas
improductivas o ineficientes; por otra parte, paralelamente a la priva-
tizacién, el Estado continia realizando cuantiosas inversiones para
cubrir ineficiencias del sector privado y, finalmente, algunas empresas
privatizadas han realizado sus inversiones a partir del incremento de
las tarifas, tal es el caso de la privatizada comparifa de teléfonos. Por
otra parte, los objetivos que se les asignan estan muy lejos de constituir
una realidad; las empresas privatizadas que constituian monopolios,
siguen en tales condiciones, de manera que no son ésas las razones de
la privatizacion, y ésta es producto de la conformacién de un nuevo
modelo econémico en que el liderazgo lo tiene el capital privado, el cual
adquiere las empresas del Estado en la medida en que le brinden
posibilidades de reacomodo en el proceso de acumulacién.

El proceso no ha sido facil. Para 1991 habia, segin el cLap, 39
entidades que se encontraban en alguna fase del programa de priva-
tizacién; sin embargo, hacia fines de 1993 sélo se habian privatizado
22 empresas (Torres, 1994: 169), de las cuales sélo dos: la C. A.
Nacional Teléfonos de Venezuela y Venezolana Internacional de Avia-
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cion, S. A., eran grandes empresas. El total de empresas puablicas del
pais estaba por encima de las 300.

La inestabilidad politica del pais (dos intentos de golpe de Estado
y juicio al presidente de la repuiblica) creé desconfianza en los inver-
sionistas extranjeros y dificulté la continuidad del programa. Las po-
sibilidades, entre tanto, se dieron en la privatizacién de la administra-
cién, por la via de concesién de la administracién, via que no significa
mayores riesgos para el capital privado. Esta forma no ha sido muy
visible, ya que se ha desarrollado en gran medida como un proceso
imbricado con la descentralizacién de las instituciones; es el caso de
las empresas de infraestructura: puertos, aeropuertos y puentes, entre
otras empresas descentralizadas, sobre las cuales el gobierno nacional
ha impuesto condiciones de privatizacién administrativa a los gobier-
nos regionales en el proceso de descentralizacién.

A la crisis politica se suma una crisis financicra expresada en la
intervencién de alrededor de veinte bancos que llevaron al Estado a
invertir en la banca por encima de lo percibido hasta entonces por
concepto de privatizacién, de tal manera que después de varios anos
de intentar reducir el tamaiio del aparato empresarial publico, éste se
ampliaba para resolver la “ineficiencia” del sector privado (Ochoa,
1995b).

La experiencia de la privatizacién ha demostrado que los objetivos
son distintos de los planteados formalmente. Los grandes beneficiarios
han sido los capitales trasnacionales y los nacionales vinculados a
éstos; por el contrario, han sido afectados los trabajadores, especial-
mente por los despidos, y los usuarios. La privatizacién de la compaiiia
de teléfonos ha llevado a grandes cantidades de usuarios a prescindir
del servicio ante el desmesurado incremento de las tarifas. Por otro
lado, la poblacién ain no percibe incremento alguno en la calidad del
servicio.

La aparente estabilidad politica a raiz de un cambio de gobierno
en 1994 ha llevado al riv, institucién responsable del proceso, a
relanzarlo, insistiendo en la necesidad de aceptar convertir la deuda
en inversién y de flexibilizar la participacién de los trabajadores, la
cual debe ser por ley de al menos 10%, lo que se dificulta en las grandes
empresas. Las recientes medidas econémicas, tomadas para dar res-
puesta a las propuestas del Fmi, crean nuevas condiciones al proceso
de privatizacién. :

Finalmente, hay que sefialar que por medio de la concesién de la
administracién y de otras vias, tales como el abandono de actividades
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del Estado en el transporte aéreo, salud, educacién, etc., la privatiza-
cién dejé de ser un fenémeno de las empresas publicas y se ubica hoy
en todo el aparato estatal; es, en definitiva, la meta del proceso actual
de modernizacién administrativa.

Conclusiones

Las propuestas de reforma de la administracién piblica siempre han
planteado como ohjetivos la bisqueda de eficiencia, aunque fuesen
acompafadas de otros objetivos. En las décadas de los sesenta y los
setenta se asociaban con propésitos de desarrollo, en los ochenta y en
los noventa desaparece este objetivo, y en su lugar se declaran propé-
sitos democréticos.

En los sesenta y los setenta las propuestas tuvieron pocas posibi-
lidades de aplicacién; por el contrario, las condiciones econémicas y
politicas, concretamente, la economia de sustitucion de importaciones
y la necesidad de implantar la democracia en condiciones politicas
adversas, requirieron la conformacién de un modelo administrativo
costoso, centralizado, favorecedor del crecimiento burocratico necesa-
rio para el incremento de la demanda y con liderazgo de los partidos
politicos, en el que la incorporacién de la tecnificacién administrativa
fue fundamentalmente un instrumento de legitimacién por lo que
connota, sin incidencia significativa en la practica. Sobre la base de
este modelo el Estado definié su politica econémica y social y cumplié
su funcién de acumulacién y legitimacién. La disponibilidad de recur-
sos derivados de la actividad petrolera amortigué las contradicciones
que se producen entre las dos funciones, a pesar de la desviacién de
los recursos del Estado a favor de los partidos y en detrimento de la
democracia.

La apertura de un nuevo modelo econémico comienza a darle
viabilidad a la bisqueda de eficiencia por parte del Estado en los afios
setenta y se abre un espacio alternativo desde el punto de vista
administrativo para las empresas publicas vinculadas al mercado
internacional y otras empresas vitales para la economia, se conforma
un estilo de direccién que hemos denominado tecnocratico, en el cual
la racionalidad economicista es la imperante; las modernas técnicas
administrativas: planificaciéon, control de gestién, el mérito y el desa-
rrollo organizacional, entre otras, se llevan a la practica en ese grupo
de empresas, aunque sin seguir orientaciones generales.
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La bonanza fiscal no sélo permite la apertura del nuevo modelo
econdémico, sino que también se destinan cuantiosos recursos para
dinamizar el modelo de sustitucién de importaciones, se incrementa
el gasto publico en torno a éste favorecido por la necesidad de dar
respuestas a las demandas sociales en el marco de ciertos planteamien-
tos sobre la crisis de la democracia. Los rasgos del modelo burocratico
populista se acentian.

La crisis econémica, politica y fiscal, aunada a las presiones de
los organismos multilaterales, incorporan a Venezuela a las tenden-
cias neoliberales a fines de los ochenta, cuando el Estado decide
promover la economia de mercado y paralelamente presenta un con-
junto de proyectos para la democracia y la eficiencia, algunos mas
visibles que otros, para la reforma administrativa. A diferencia de
proyectos anteriores, éstos han ido avanzando en la practica. Incluso
viejos proyectos estdn avanzando, y es notable que los propésitos
fundamentales sean la busqueda de eficiencia sobre la base de la
implantacién de una economia neoliberal, la reorientacién del proceso
de acumulacién sobre la base de una economia de mercado, competi-
tiva, con liderazgo de la empresa privada; son criterios que estan
pesando en la modernizacién de la administracién publica y llevan a
la generalizacién tecnocrética, todo ello con un discurso de la eficiencia
como un fenémeno técnico neutral que intenta contribuir a la legiti-
macion.

Los objetivos de profundizar la democracia se subordinan a estos
cambios; la descentralizacién y la participaciéon ciudadana, que han
constituido desde hace mucho tiempo una aspiracién de los defensores
de una verdadera democracia, son instrumentos disefiados y pues-
tos en practica para facilitar el proceso de acumulacién y legitimar las
nuevas condiciones. A pesar de ello, la democracia venczolana (electo-
ral) ha estado en peligro en dos oportunidades en la década de los
noventa, con temores permanentes en ese sentido.

Los efectos sociales y politicos de un modelo que produce grandes
masas de desempleados y un profundo deterioro del poder adquisitivo,
que a su vez reduce la posibilidad de usar los servicios ahora eficientes,
son, entre otros, la protesta espontanea de la poblacién, la desnutricion
y la inseguridad fisica, en cuyo contexto la lucha por el poder y la
democracia dejan de ser intereses de los ciudadanos, ya que lo funda-
mental es la subsistencia. La abstencion electoral en los ultimos anos
comprueba lo anterior, a pesar de que el “derecho” a elegir se ha
convertido en una via real para profundizar la democracia.
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